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A la vista de esta información procedimos al cierre de la queja al considerar que se encontraba en vías de solución.

1.5.2.5.4 Situación laboral-profesional de los empleados de la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria y Servicios de Jaén

En la queja 17/5293 los trabajadores de la Cámara Oficial de Comercio, Industria y Servicios de Jaén -que 
tiene suspendidos sus órganos de gobierno desde octubre de 2016 y se encuentra pendiente de iniciar su proceso 
de extinción- se dirigen a esta Institución para denunciar la situación laboral-profesional en la que prestan sus 
servicios, así como la situación de desamparo y vulneración de sus derechos fundamentales, como consecuencia 
de la actuación llevada a cabo por la Consejería de Empleo, Empresa y Comercio, de la Junta de Andalucía, en su 
condición de Administración tutelante de dicha Cámara.

En la tramitación de esta queja son notorias las dilaciones e incumplimientos de plazos por parte de la 
Administración de la Junta de Andalucía en el ejercicio de las competencias y potestades que tiene atribuidas 
en este ámbito y que, en este caso, inciden de manera negativa y perjudicial en el mantenimiento de la situación 
anómala en la que se encuentra la Cámara de Comercio jienense y, por ende, en la peculiarísima situación en que se 
encuentran los trabajadores a su servicio.

Aunque la cuestión de fondo que afecta a esta queja plantea importantes lagunas e incertidumbres legales, 
consideramos que en el ordenamiento jurídico vigente de aplicación en la materia deben buscarse las salidas 
que permitan poner término a una situación extintiva ya acordada que incrementa la angustia y perjuicio de los 
profesionales que se ven atrapados en tan kafkiana situación. Asimismo, consideramos que deberían ser tenidos 
en cuenta por la Administración tutelante los principios constitucionales y estatutarios que serían de aplicación 
en esta situación (eficacia, buena administración y confianza legítima), en virtud de lo establecido en los artículos 
9.3 y 103.1 de la Constitución, así como en los artículos 31 y 133.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

En consecuencia, se recomendó a la Administración tutelante que adoptara las medidas que procedan para 
terminar con la situación de excepcionalidad en que se encuentra la Cámara Oficial de Comercio, Industria y 
Servicios de Jaén y, en coordinación con la Comisión Gestora de la misma, se valore especialmente y con carácter 
de urgencia la situación del personal al servicio de dicha Corporación y las posibles medidas a adoptar en relación 
con el mismo en las actuales circunstancias.

La Dirección General de Comercio, en su contestación, plantea discrepancia técnica en orden a la aceptación de 
la Recomendación y Sugerencia formuladas por estas Institución, al entender que no resulta factible su aplicación 
por las razones de índole jurídico que nos expone en la misma.

1.5.2.5.5 La negativa a la expedición de copias o certificaciones por parte de organismos y 
entidades públicas

La queja 16/6439 se tramita a petición de la interesada ante la negativa de la Consejería de Cultura de la 
Junta de Andalucía a facilitar documento original o copia auténtica de un contrato de trabajo celebrado por la 
misma con un organismo dependiente de dicha Consejería. Al constatar que, de acuerdo con las normas generales 
de procedimiento administrativo, la persona promotora de esta queja tiene derecho a que se le expida copia 
auténtica del contrato de trabajo que solicita, toda vez que, según acredita la interesada, lo que se le ha 
entregado es una copia autenticada con la correspondiente diligencia de compulsa, se formula Resolución para que 
se entregue a la interesada documento original o copia auténtica del contrato laboral suscrito. La Dirección General 
de Recursos Humanos y Función Pública, al ser el órgano competente para ello, contesta aceptando la Resolución 
y comunicando que se procede a su cumplimiento.

La queja 17/1125, se tramita tras denunciar por dos veces la interesada, contratada laboral en el Ayuntamiento 
de Fuente Vaqueros como dinamizadora del Centro Guadalinfo, que no se le expide por dicho Ayuntamiento el 
correspondiente certificado acreditativo del desempeño de las funciones que ha realizado, a pesar de 
haberlo solicitado en varias ocasiones. Ante la falta de respuesta del Ayuntamiento, y teniendo derecho la interesada 
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a que se le expida el certificado solicitado, se formula Resolución a dicha entidad local en la que, tras recordar el 
incumplimiento del deber legal de colaboración con esta Institución, se incluye Recomendación insistiendo en la 
necesidad de dar respuesta, a la mayor brevedad posible, a la solicitud de certificación presentada por la interesada 
ante dicho Ayuntamiento. Recientemente nos dirige escrito el Alcalde de de este municipio sin dar respuesta a la 
recomendación formulada, por lo que se considera que no la misma no es aceptada.

1.5.2.6 En relación a las Políticas Activas de Empleo

1.5.2.6.1 Demoras en la tramitación y pago de las ayudas a desempleados que han participado 
en cursos de Formación Profesional para el Empleo

Durante 2018 han continuado llegando numerosas quejas (quejas 17/5970, 17/5972, 17/6121, 18/0628, 18/7099, 
18/2897, 18/3539, 18/3543, 18/4589, 18/4926, 18/5224...) que siguen denunciando los más de ocho años de 
retraso acumulados en la resolución de los expedientes, de ayudas solicitadas por personas desempleadas que 
han participado en cursos de FPO sin observarse por parte de la Administración de Empleo que se adopten medidas 
extraordinarias que permitan revertir esta situación.

El Defensor del Pueblo Andaluz ha venido denunciando desde años esta situación que afecta al derecho a una 
buena administración, que se establece en el art. 31 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y se reconoce 
expresamente en las normas reguladoras del procedimiento administrativo, a nivel general y autonómico. Sin 
perjuicio de ello, y a pesar de haber sido comprensivos inicialmente con las circunstancias que propiciaron esta 
situación, con el transcurrir de los años observamos que continúan manteniéndose enormes retrasos en la 
gestión de estos expedientes a pesar de los continuos recordatorios realizados a la Consejería de Empleo para 
que sean resueltos en un plazo razonable.

Ante esta situación, recientemente se ha solicitado a la Secretaría General de Empleo mantener una reunión 
con urgencia para tratar las enormes dilaciones que se vienen manteniendo en la resolución de estos expedientes 
de subvenciones y ayudas en materia de formación profesional y se nos informe directamente de las medidas a 
adoptar para solventar definitivamente esta situación.

Se esta a la espera de la oportuna contestación por parte de la Administración de Empleo.

En el curso de la tramitación de estas quejas durante el año 2018, ante la respuesta que nos comunica la 
Administración de que se va a proceder al pago de las correspondientes ayudas, se han cerrado la queja 17/6174, 
queja 18/0628 y queja 18/0799 por considerar que el asunto se encontraba en vías de solución. Sin perjuicio de 
ello, se reitera a la Administración el deber que le incumbe de dar cumplimiento al art. 31 del EAA y garantizar el 
derecho de los ciudadanos a una buena administración resolviendo estos expedientes en un plazo razonable.

En este ámbito también merece reseñarse la queja 18/1222, en la que la interesada plantea una posible 
vulneración de sus derechos debido a la imposibilidad de realizar un curso de FPO que le ha sido concedido al 
ser una persona con discapacidad auditiva y no disponer de un intérprete de signos para ello. Al comunicarnos la 
Administración, en el curso de la tramitación de la queja, que se había contratado una persona para ofrecer el servicio 
de interpretación de lenguaje de signos en esta acción formativa, dimos por concluidas nuestras actuaciones, al 
haberse solucionado la cuestión objeto de esta queja.

1.5.2.6.2 Denegación de la Ayuda de Transporte por la realización de un curso de FPO en el año 
2008 al considerar que la Orden reguladora del mismo estaba derogada al solicitarse la ayuda

A la demora habitual de ocho años en la tramitación y resolución de estas ayudas, en las queja 17/2488 y la 
queja 18/419 se suma la denegación del reconocimiento de las ayudas solicitadas al considerarse que la Orden por 
la que se regían estos cursos de formación estaba ya derogada cuando se solicitaron y que la disposición transitoria 
de la nueva Orden, que establece que los expedientes ya iniciados se seguirán rigiendo por la norma vigente en su 
inicio, no era ya de aplicación.
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